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PÉREZ, se dicta el presente Auto: CKIS™A MARGARITA SANTAMARÍA

IANTECEDENTES YOBJETO DE LA RESOLUCIÓN.-

de Pich^^ll^rte"" t'rre InStaTÍa' ĴU6Za V^*™ Tercera de lo Civildemandada apagar a, actor a™£d*d"sn ^V* d™da ycondenar a
-guian por sus honorarios profesionales en taUnst, W "^ USD $375>™ que e
demandada afojas 79, dentro de tén^10 lee f013' reS°1UCÍÓn Sobre la <™1 la parte
que por concedido (fs. 79vta.) ha penSn nf ^ reCUrS° de aPelación, recursoley, constante afojas 2de, cuie^'^^LT ^ "^ ^ ^fdl
"PRESUPUESTOS PROCESALES,

^^r^.^::::^ «* r ^ yEdgar Flores
competente para conocer sobre d recurso planteado 8amC° "" " FU',CÍÓ" Judicíal> «

««^vit'^it'Í^Lt. 'a COdifiCaC'6" tó <*«*> deuChente, por pago de honorarios no seTsT, ,1 asJcontmv^^ entre el abogado y
hecho yse ejecutará por V^^Z^T^ *?"* ape'aCÍÓ"' ni del d"de doble tnstancia contemplado en el £o 70 7 T *™lnera<:ió» del principio
Repubhca del. Ecuador, pues en' relación con la citl le,ra mJde la Constitución de la
debe considerar que "... para el Juez los el so ' T^- daeCh° ' la defe"sa s«

' , enderezar el ™mbo, comunicarse con I !«» , " °CaSÍÓn de ^xionar,
^ nunca equivocarse sino en reconocer umid „L e°fT""" ^""^ ™«•« «"
> derecho arecurrir las resoluciones judiciales es un eléfS ^^ [" ]''(• •> E^de los textos constitucionales para |¡m tr¡ "ct Sment° <¡Ue se ha ¡"corporado dentrodeerm, da causa> puest£) P ™ard podr que asume el jue2 dentro de una

'" ela judtcal debe estar garantizada por u, iue' ótrt T""^ mte lo cual> 1=
actuac.on del juez de primera instanefa es corde c ,^ SUpe™r qUe determi"e si la
deree oconsta en instrumentos in. nacionalefcomo la ?"** "* '*«- Este
Derechos Humanos (...) El artículo 24 de la Constin^ C<rfnc'6" Americana sobre
garandas del debido proceso, en su literal e elíZ T eSPa',0,a eSlablece dei"ro de las
•gual sentido se ha pronunci do aCoTe Co tt™ °," T™ '°S fa"0S J^iciales. En
T-474 de 29, vil, 1992, en dondto aace dd""." r"'"™ e" " «ntenck No.
reforman» in Peius", En Panamá aquel dere.1 „ , P C'P'° de doble ms'a"cia y la

Constitución, surgiendo en ese T^nZ^lTT^ " dartícul° 207 * «»
ex,s.,r necesariamente por lo menosfeiS™??r " '" ,0d° Pr°CeS° debm
crcunstancas este derecho arecurrir las ¿letones iid- , ° Vem°S- ,TO en lod^
comporte una vulneración de la normativIconvZ J, "Ie$ Se aplica- sin ^ aquellosu naturaleza excepcional ^'S?t),«'t'li*'f«»W¿p.
-tancas para su prosecución. (...) ¡JtS". H'SL™ qUe ™die« °'"-woran [...j todo juez es capaz y debe

-C't4o v*»¿



o r 1" En aquel sentido,
interpretar de forma acertada la Constitución ^f^^

las decisiones más importantes¡puedan er impugn ^^ que ed cho a
corregir los errores en que se haya podido^[^ te relacl0nado con el derecho aíecurrir las resoluciones judiciales se encuentra directo r* q.^.^ de

Cdefensa dentro de un proceso, ^/^^"t^his fundamentales reconocidos
defensa ha entrado al campo ^^¿^derecho como una garantía básica deatodos' [.-]"; configurándose de esta forma aquel ae ^ £n cuant0
odo^^^asi todos los juicios son ^^\fJ^Tá,\ derecho supuestamente vulnerado esese problema determinaremos^;^^encontraremos con una sene de derecho
el derecho ala defensa, yrespecto iaquel no > encontram0s con el derecho ala
subsidiarios que se derivan del mismo, es as, c°™ de £Ste derecho principal. Los
doble instancia, como un '^\^j^te*' cometer errores; es por ello queoperadores judiciales son seres humanos^suscept b ^ ^^ ^^
el derecho arecurrir una resolución P e ' ^ jurisprudencia comparadaconfigura su derecho constitucional aun poe^ ió;de;recursos es re,at,vo respecto a
comparte el criterio de que el á«^°*^^*^ños jurisprudenciales emitidos pordeterminados casos; al respecto, nos valdremos de crU ^ ^^ de
la Corte Constitucional Colombian queA ^̂ ^ ^ es un derecho absoluto. Asianálogos, manifestando que el derecho adoble msta ^ ^ c C10nal
en la sentencia de constitucionahdad C/! °e de única instancia como los que
colombiana: "[. ..} ajustado ala constituyo, un po«o ^ ^^ ^ ^ y^
se adelantan contra los congresistas, pues el^dere estructuran el debido proceso,uno de los principales ^of1conj^o d^^ £n qué casos n0 hay segunda
no tienen un carácter absoluto. El legislado: pu extraordinarios que,
nstancia en cualquier tipo de J^J^^y^ baSe de ^ *"* ^̂ ^como el de revisión, también el^ede^s^y ^ d£ ^
de los derechos constitucionales fundamen^ de úmca instancia opera en la
extraordinariamente, la acción de tutela uV j v susceptible instancia superior
llamada teoría de los órganos ^T^Zlll la jerarquía judicial, ya que no existe otroante órganos que se encuentran en la cúspide de l j q ^ qs de un
órgano superior de control. La sentenc,^ p0cesalmente. Ello ocurre cuando lainstancia, no implican -a situación de^f¿^ jurisdicción> puesto que en tales
persona es procesada ante ^f ínK ser^gado por el más alto tribunal ".- ElLentos el investigado goza d«^ ag—de ™p ¡^ ^^ aeste derecho de
Tribunal Constitucional espano112 te"b^ se ^ efectiva incluye el derecho alos
interponer recursos: "El derecho a la tatela J»™™ alos recurs0s establecidos por la
reculos, pero no en todo caso y*™%°«^ maTene «te criterio respecto aque losley. La Corte Suprema de Justicia de Panamá.mm constltUcionales: "De
p/ocesos de única instancia no son «otoosatop p ^ ^ ^
acuerdo con el criterio de la Corte, pues os procesos ^ ^ ^^ ^ esta
garantía constitucional del debido proceso legal^ ya qu ^ dg ^Me
integrado el principio de la doble instancu* n^esaa en o P ión ydart0 192
coníontó el arto 12 de la ley Tm, de 19 ^ anterionnente cltados). La
de la misma equivalente al arto 207 de la numer ^ ^^^^ dd
c.s.J ha mantenido el mismo criterio en SOT^^¿lidad dei art. 639 del Código deTribunal Superior de trabajo sobre la ^™1g9 del Código de Trabajo que
ssc^^^:^^^^*—es -ecumbie no
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afecta, ni puede presumirse tan [sic] siquiera que no se juzgó -conforme a los trámite
legales-, porque esta expresión, la ha entendido la Corte, se refiere a formalidades

¿> indispensables para fallar, que no es el caso que ahora se resuelve..."..." [El subrayado es
de la Sala]. (CORTE CONSTITUCIONAL para el período de transición, Sentencia N.O
003-10-SCN-CC, de 25 de febrero del 2010, caso No. 0005-09-CN). Lo que deja claro
que el principio de doble instancia no es absoluto y que es el mismo legislador el que lo ha
limitado para ciertos casos expresamente determinados en el ordenamiento jurídico, lo que
debe observarse a la luz de la seguridad jurídica que garantiza nuestra Constitución en su
artículo 82.

4, En la especie, se trata de un recurso de apelación presentado por la parte demandada,
por lo que se aprecia que tiene aptitud procesal para apelar, conforme al artículo 325
eiusdem, al ser parte que ha intervenido en el juicio, pero la resolución impugnada no es
susceptible del recurso de apelación, por expresa disposición del legislador, respecto de lo
cual se debe tener presente que el debido proceso que "... es definido como el derecho
que tiene toda persona osujeto justiciable de invocar al interior del Órgano jurisdiccional
el respeto a un conjunto de principios procesales a efecto de que su derecho de acceso a la
justicia y a la tutela imparcial, efectiva y expedita sean desarrollados y tramitados de

O conformidad con las garantías básicas reconocidas por la Constitución. El artículo 76
-establece con-precisión los principios básicos y esenciales que integran el concepto del
debido proceso y, entre ellos, el numeral 3, cuya parte final expresa: "Sólo se podrá juzgar
a una persona ante el juez o autoridad competente ycon observancia del trámite propio de
cada procedimiento ", y el art. 169 ídem establece: "El sistema procesal es un medio para
la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de
simplificación, uniformidad, eficiencia./inmediación, celeridad y economía procesal... ".
En nuestra legislación procesal, la tramitación de los procesos se la efectúa de
conformidad con las normas establecidas y compiladas de modo general en los Códigos
de Procedimiento Civil y de Procedimiento Penal, que precisan y regulan mediante un
conjunto de normas preestablecidas a las que se hallan sometidas las actividades del juez,
y las partes procesales y que indican lo que pueden hacer y cómo deben proceder. (...)
Ahora bien, el derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas procesales previas, claras, públicas y
aplicables por.los operadores de la justicia. La Constitución de la República garantiza la
seguridad jurídica, la que debe entenderse como la certeza de todo ciudadano de que los
hechos se desarrollarán de una determinada manera en virtud del mandato de las leyes que

O rigen un país, es decir, produce certeza y confianza en el ciudadano sobre lo que es
derecho en cada momento y sobre lo que, previsiblemente lo será en el futuro. La
seguridad jurídica establece ese clima cívico de confianza en el ordenamiento jurídico,
fundado en pautas razonables de previsibilidad que este presupuesto supone. La Seguridad
Jurídica debe ser garantizada y así lo establece la Carta Magna del Estado." (CORTE
CONSTITUCIONAL para el periodo de transición, Sentencia N. 0035-09-SEP-CC de 09
de Diciembre de 2009, CASO N. 030-09-EP). Por tanto, si la legislación positiva
previamente establecida por el legislador ha limitado la procedencia del recurso de
apelación para ciertas resoluciones judiciales, en observancia del debido proceso y la
seguridad jurídica, no es constitucionalmente reprochable el aplicar dichas normas
jurídicas positivas; criterio que además ha sido aplicado por la Sala de Admisión de la
Corte Constitucional del Ecuador, al resolver sobre el proceso número 1597-2010-EP, en
el que se plantea acción extraordinaria de protección por haberse negado los recursos de
apelación y de hecho dentro del juicio verbal sumario por pago de honorarios
profesionales No. 0060-2004, sustanciado ante la Jueza Quinta de lo Civil de Pichincha,
en la que expresamente señala: "... No obstante la alegación esgrimida sobre la violación
de los derechos constitucionales a la defensa y a recurrir de los fallos y resoluciones, lo
cierto es que el ordenamiento jurídico ha establecido excepciones respecto de
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detenninados procesos en los que se ha previsto una sola instancia, sin que ello implique
necesariamente vulneración de tales derechos...".

III DECISIÓN

5, Por la motivación expuesta, al ser formalmente improcedente el recurso de apelación,
se dispone la devolución del proceso al juzgado de origen para los fines de ley. Sin costas
ni honorarios que regular, conforme el artículo 342 de la Codificación del Código de
Procedimiento Civil. Ejecutoriada que sea esta resolución, devuélvase el expediente de
primera instancia al juzgado de origen para los fines de ley.- Actúe en la causa la doctora
Ivonne Guamani en calidad de secretaria e/rcargada mechan
3452-DP-DPP de 31 de julio del 2012.fN^TIFÍQUESEL

DRA. MARÍA D

Certifico:

En Quito, jueves treinta deNriayo de
cincuenta y cinco minutos, mediante
antecede a: UTRERAS CORO
SANTAMARÍA PÉREZ CRIST
ABG. TANIA ROCÍO MOLINA RI

VACAPAB

acción de personal No.

mil trece, a partir de las dieciseis horas y
etas judiciales notifiqué la RESOLUCIÓN que

ESAR en la casilla No. 3215 del Dr./Ab.
iíARGARITA en la casilla No. 3127 del Dr/Ab
RA . Certifico:
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